
y con resultados muy semejantes.
La historia sin duda resaltará el
notorio paralelo entre las dos ges-
tiones.

En un artículo magnífico, que
suscribo en cada una de sus líne-
as, Michele Santo decía en Bús-
queda de julio 10: “Ni el gobierno
ni la oposición tienen la autoridad
moral para hablar de cambios en
la estructura impositiva si antes no
terminan con el despilfarro de
recursos que se da en el sector
público, ese gigantesco agujero
negro que desde hace décadas se
viene tragando el esfuerzo de quie-
nes todavía y a pesar de todo con-
tinúan pagando sus impuestos. Si
no se quiere reducir drásticamen-
te el número de los funcionarios
públicos, si no se quiere modificar
de manera drástica el funciona-
miento de las empresas públicas,
... si no se retira al Estado de una
cantidad de cosas que no debería
hacer, es absurdo pensar en refor-
mas tributarias o en cambios en la
tributación para tratar de mante-
ner vivo al ogro filantrópico”. No
resisto la tentación de aportar una
ilustración, sólo puntual, pero tre-
mendamente elocuente, de este
pensamiento. El País del 26 de
junio último publica una entre-
vista al director de ANCAP Fer-
nando Saralegui. Éste aboga por-

que la ley de ANCAP se manten-
ga, a fin de permitir un acuerdo
con la cementera argentina Loma
Negra, que permita realizar las
inversiones imprescindibles para
que el sector portland del conglo-
merado estatal pueda sobrevivir.
En otros términos, quieren que
Amalita Fortabat les compre los

equipos que el Estado uruguayo
no puede permitirse. ¿Hasta dón-
de, Señor, tendrá que llegar nues-
tra humillación?

Pero, entretanto, el director
nos proporciona informaciones
interesantes. Las pérdidas de la P
de ANCAP del último cuatrienio
sumaron US$ 17,2 millones, 4,3
millones por año, y su pronóstico
es que la pérdida llegará (o llega-
ría si aún existiera, sería mejor
decir) a 6 millones en 2004.
¿Razones aducidas? Equipos
obsoletos, y la consiguiente baja
productividad de la mano de

obra. ANCAP produce 920 tone-
ladas por trabajador y la compe-
tencia produce 4.500. La produc-
tividad de aquella es aproximada-
mente cinco veces la que distingue
al ente estatal. ¿De dónde saca el
dinero ANCAP para financiar esa
colosal ineficiencia? Oigamos al
respecto al director Salalegui. “No
podemos seguir trasladando las
ineficiencias de este sector al pre-
cio de los combustibles, que  es el
sector que cubre las pérdidas de
otras áreas”. (Recordar que la C de
ANCAP es un monopolio, sin
competidores que restrinjan su
libertad de sumar tributos ilega-
les a sus precios). Franqueza nota-
ble del jerarca. ¿O tal vez sorpren-
dente cinismo?

Otra pequeña muestra, sin
salirnos del mismo conglomerado
estatal. Cuando usted le echa com-
bustible a su auto, o compra un
boleto de ómnibus, parte de su
dinero, como acaba de verse, va
para subsidiar la grotesca inefi-
ciencia de la cementara estatal. Eso
es un impuesto. Otro impuesto
ocultamente incluido en el precio
de los combustibles es el subsidio
a los trabajadores excedentarios de
ANCAP; por ejemplo, a 2.000
hombres que (según información
que tengo de la mejor fuente)
sobran en la refinería de la Teja.

E n  Argentina, De la Rúa
heredó de Menem un
tremendo déficit fiscal,
lo que obligaba a un
impostergable ajuste.
¿Qué hizo entonces el

presidente? Sin duda hablar con
Machinea, su ministro de Econo-
mía. ¿Qué medidas le propuso és-
te? Pues, sin duda –yo, conocién-
dolo como lo conozco, lo doy por
cierto– una reducción, en la medida
de lo necesario, del gasto público. Y
esto ¿qué significaría? Sin duda el
ministro habría desplegado ante su
jefe la tríada consabida: reducir el
número de empleados públicos, ba-
jarles sus remuneraciones nomina-
les, y devaluar a fin de licuarles a las
escondidas sus ingresos reales. Fue-
ra de cuestión, respondió sin duda
el primer mandatario. ¿Qué alter-
nativas quedaban? Solamente una,
debe haber respondido el ministro:
aumentar los impuestos, sólo que
preñada de  efectos económicos
adversos. Por ahí vamos, debe ha-
berle manifestado De la Rúa; él no
podría iniciar su gestión con medi-
das tan abiertamente impopulares.
Y así se hizo, cuando precisamente
la palabra “impuestazo” se acuñó.
De la Rúa se vio obligado poco des-
pués a dimitir y apartarse del go-
bierno junto con su ministro. Y el
resto es historia de todos conocida.
El principal efecto fue una fuerte ca-
ída del  nivel de actividad, y de ahí el
primer paso hacia la crisis financie-
ra que culminó poco después.

Nos trasladamos a través del
río. Jorge Batlle, que acaba de asu-
mir la Presidencia, también here-
dó de su predecesor un gran défi-
cit fiscal. Presumo que Alberto
Bensión, el ministro de Economía
que había designado, recomendó
un ajuste en el cual la reducción
del gasto público desempeñaría
un papel importante, y que fue el
presidente quien siguió por el
camino recorrido, consistente en
darle otra vuelta de tuerca a la pre-
sión fiscal, con los efectos conoci-
damente desastrosos. Sin embar-
go, la imposibilidad política de
una reducción del gasto público
que fuese más allá de la licuación
inflacionaria de los salarios de los
empleados públicos, fue conside-
rada, aun más tarde, en plena
debacle, incuestionable por Jorge
Batlle; igual que lo había sido por
De la Rúa del otro lado del Plata,

Para este género de cosas es que
pagamos impuestos. ¿Vamos a
tolerar que nos los aumenten?

El impuestazo no va a gene-
rar más recaudación. En cambio
va a matar al nacer la débil recu-
peración que empieza a insinuar-
se. Y pronto vamos a estar recau-
dando menos. Un economista lla-
mado Laffer se hizo famoso expo-
niendo una verdad de Perogrullo:
que cuando la carga tributaria
alcanza determinado nivel, todo
aumento de impuestos surte un
efecto negativo sobre la recauda-
ción. (Se trata de algo obvio. Ima-
gine el lector que se legislase un
régimen impositivo orientado a
recaudar el 100% del PBI. Es ele-
mental inferir que no se recauda-
ría nada). Esa situación “lafferia-
na”, sin duda, es en la que hace
tiempo vivimos.

Para oscurecer los valores en
juego, se pretende introducir, al
mismo tiempo que otro impues-
tazo, una revisión de la estructu-
ra tributaria. Es como si, ante un
incendio, el propietario de la casa
llamase a la vez a los bomberos
para que se lo apaguen y al jardi-
nero para que le corte el césped.
En el momento sólo podemos
pensar, y ello obsesivamente, en
rebajar impuestos. Cuando, a tra-
vés de ello recuperemos la capa-
cidad de inversión y de aumentar
el nivel de empleo, y con ello se
nos devuelva la poco menos que
ya olvidada prosperidad, la
estructura impositiva se transfor-
mará en una cuestión imposter-
gable. Nuestra estructura actual
es sencillamente grotesca; pero
tiempo al tiempo. 

Como colofón, un mensaje a
los partidarios del impuesto a la
renta de las personas físicas que
puedan leer este artículo. Se trata
de un tributo con grandes virtu-
des en materia de justicia en el
reparto de las cargas públicas;
pero no es perfecto. Es un
impuesto que, indudablemente,
desalienta la inversión, el esfuer-
zo personal y la asunción de ries-
gos. Además, es difícil y caro de
recaudar. Sobre todo: no creo que
en la historia del mundo, en nin-
gún país, se haya instituido jamás
ese gravamen durante una depre-
sión profunda. Personalmente, yo
no haría la pruebita.

¿Otro impuestazo?
El impuestazo va a matar al nacer la débil recuperación que se insinúa, y pronto vamos a
estar recaudando menos. Un economista llamado Laffer expuso esa verdad de Perogrullo
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La historia sin duda
resaltará el notorio 
paralelo entre las gestiones
de Fernando de la Rúa 
y Jorge Batlle


